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Introducción

Es muy frecuente que en la historiografía latinoamericana, al hacer refe-
rencia a la situación política de la etapa de las independencias, se haga
énfasis en aquellas manifestaciones y acciones que se consideran como

propias, auténticas, revolucionarias y legítimas del sentir de las sociedades
americanas. Se destaca por supuesto todo aquello que tiene que ver con los
movimientos de insurgencia, el nacimiento de las sociedades secretas y la de-
fensa de las ideas de libertad, soberanía popular e independencia, así como las
trayectorias de sus primeros intentos constitucionalistas.

En cambio, a veces predomina un cierto desdén o indiferencia por aque-
llos hechos o procesos que se consideran, por tradición o a priori, como ad-
versos o poco significativos a los caminos e ideales emancipadores de las
sociedades americanas. Tal es el caso de la vigencia y aplicación de la consti-
tución gaditana entre 1812 y 1814, que ha sido considerada por algunos histo-
riadores y juristas como poco influyente e importante en la historia de Hispa-
noamérica.

Una excepción notable es el estudio de Nettie Lee Benson, quien mostró
en 1955 que la experiencia de la constitución gaditana en México había deja-
do una profunda huella institucional y política con la creación de las diputa-

Liberalismo y constitución
gaditana. La reorganización
del espacio político
en México, 1812-1814

René García Castro
Universidad Autónoma del Estado de México

Toluca, México
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ciones provinciales.1 Dicha autora sostuvo que estas instituciones habían tras-
cendido a la época republicana como un tipo de descentralización política que
daba forma y contenido al nuevo federalismo mexicano.2

Otra excepción es el trabajo de Ernesto Lemoine, quien concibe al movi-
miento emancipador mexicano compuesto de dos planos distintos, pero comple-
mentarios: el de la rebeldía armada y el de la revolución ideológica o liberal.3

Con el fin de profundizar en este tema se examinan aquí algunos hechos
y procesos políticos derivados de la primera vigencia y aplicación de la cons-
titución gaditana en México, que han recibido hasta la fecha poca atención
historiográfica. De manera especial se analizan los procesos de creación de
los ayuntamientos constitucionales en relación con la nueva organización te-
rritorial gaditana y la formación de las instituciones electorales como las pri-
meras expresiones políticas del liberalismo decimonónico. Con ello se espera
mostrar que esta experiencia vivida por la sociedad novohispana fue tan enri-
quecedora y trascendente para la historia política ulterior de México, como lo
fue el propio movimiento insurgente.

El periodo 1808-1812

La abdicación y ausencia del rey español en 1808 creó una nueva situación
política no conocida hasta entonces en el mundo hispánico. Algunos de sus
contemporáneos denominaron atinadamente a este hecho como "la orfandad
de la nación". Esta nueva situación reveló, por un lado, el grado de crisis so-
cial y política en que se encontraba el imperio español y, por el otro, la diver-
sidad de prácticas y valores del Antiguo Régimen muchas de las cuales se
pensaba que habían sido superadas con el absolutismo borbónico.

Esta orfandad política generó reacciones contrapuestas en los dos hemis-
ferios del imperio. En América iban desde las muestras de afecto a la monar-

1 Felipe Tena Ramírez, destacado constitucionalista de México, reconoce que aunque la constitución
de Cádiz tuvo una precaria y limitada vigencia en nuestro país también influyó de manera decisiva
en varios instrumentos constitucionales posteriores, así como tuvo una destacada participación en la
‘etapa transitoria hacia la república. Tena, Leyes fundamentales, 59.

2 Benson, La diputación provincial.
3 Lemoine, "El liberalismo español", 1722.
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quía hasta las manifestaciones de rechazo y autonomía.4 En España también
hubo muestras en contra del régimen, pero la preocupación principal fue la de
mantener la integridad territorial del imperio.

La ausencia y cautividad de Carlos IV y Fernando VII por los franceses
provocó en todo el imperio, la formación de varias "juntas gubernativas" o
"juntas provinciales" que fueron concebidas, según la tradición, como corpo-
raciones.5 Lo nuevo es que estas corporaciones eran representativas de un te-
rritorio provincial, emergentes y en gran medida espontáneas. Su existencia
hizo sentir de inmediato el fraccionamiento de la antigua gobernabilidad en
ambas partes del imperio.6

Además, hubo muchas manifestaciones de disidencia soberana en varias
ciudades americanas. Esta situación aceleró la crisis política en la metrópoli
que hizo urgente la creación de la "Suprema Junta Central Gubernativa de
España e Indias" con una regencia al frente como los nuevos organismos uni-
ficadores. Sus objetivos iniciales eran: sustituir al monarca en su ausencia,
mantener íntegro el territorio imperial y recuperar la libertad del rey.

Para alcanzar estos objetivos era indispensable que todos los dominios
hispánicos reconocieran a la Suprema Junta Central y a la regencia como re-
presentantes y depositarios legítimos del poder real español. Debido a esto, la

4 El ayuntamiento de la ciudad de México se pronunció como intérprete de sus habitantes ante el
mundo y la patria. Es decir, hizo manifiesto los derechos de defensa y conservación de lo que consi-
deró sus dominios primigenios. El regidor Juan Francisco Azcárate afirmó que por la ausencia o
impedimento del rey, la soberanía de todo el reino estaba representada en el cabildo de la ciudad de
México y que la conservarían intacta, la defenderían y sostendrían con energía. Francisco Primo de
Verdad dijo en una reunión de autoridades novohispanas que el principio de soberanía nacional fue
reasumida por la ciudad y puesta en salvaguarda en la persona del virrey. Kishiro, "Ayuntamiento",
10-15.

5 Miguel Ramos Arizpe hizo un pequeño, pero importante balance sobre la formación de estas "jun-
tas" en el territorio imperial. Para Europa, dijo, se habían formado "juntas" en todas las provincias
de la península ibérica e islas Baleares y que el Congreso había autorizado la formación de otra en la
Gran Canaria. Aseguró que en la América del Sur, excepto en Perú, se habían formado estas "juntas"
algunas de las cuales ya habían sido confirmadas por el congreso. Finalmente, dijo que aunque en la
América Septentrional no se había autorizado su formación, las hubo en las provincias de Coahuila
y Nuevo Reino de León, las cuales gobernaban manteniendo la tranquilidad y buen orden entre sus
vecinos. Ramos, "Memoria presentada", 188-191.

6 Benson, La diputación provincial, 11.
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estructura interna de la Suprema Junta fue concebida a la manera de una nueva
instancia camaral en donde ya no estaban representados los antiguos estamentos
españoles (nobleza, clero y estado llano). Lo nuevo radicaba en que sus miem-
bros eran representantes legítimos de todas las provincias del imperio y su
número debería garantizar un contrapeso en las decisiones de las autoridades
imperiales. Esto es, en el mundo hispánico se instauró un nuevo modelo de
representación política de tipo liberal, que incluyó por vez primera a las anti-
guas colonias.7

Las ideas liberales y los nuevos arreglos políticos en el imperio español
quedaron plasmados en varios decretos con importantes implicaciones para
los dominios ultramarinos, en especial para México. Una de estas ideas re-
abrió a los novohispanos las posibilidades de participar políticamente en el
imperio, ya que así estaba contemplado en el decreto del 9 de enero de 1809,
por medio del cual se convocaba a todas las provincias a enviar diputados a
España para formar parte de la Suprema Junta Central.8 Otra idea importante
es la que se refiere al reconocimiento de los americanos como parte integrante
de la monarquía y no como meros súbditos de un territorio ultramarino subor-
dinado.9

Y una más, que tuvo consecuencias inmediatas y a largo plazo para la
reorganización político-territorial de la Nueva España, es que la representa-
ción que se pidió a las provincias en los decretos de 1809 y 1810 debería de
surgir precisamente de las propuestas que hicieran los cabildos ordinarios de

7 Annino, "Practicas criollas", 67-97.
8 Un resumen de los resultados de esta primera experiencia de selección de candidatos y representan-

tes de la Nueva España es el siguiente: a) todos los candidatos nombrados fueron personajes con
prestigio y poder en la sociedad colonial; b) Ocho de los 14 candidatos eran de origen peninsular
porque en esta ocasión no era requisito que fueran naturales de la provincia que representaban; c)
por lo mismo, las decisiones de esta mayoría de candidatos se orientaron hacia lo que podríamos
llamar los "intereses imperiales"; d) por lógica, quedó en desventaja una minoría de representantes
americanos con inclinaciones "autonomistas y reformistas"; y e) los antiguos cabildos ordinarios
recuperaron o reafirmaron la representación política de las provincias del reino. Guedea, "Las pri-
meras elecciones", 2-4.

9 Esta idea está claramente expresada en el decreto posterior del 14 de febrero de 1810, por medio del
cual convocaba a todas las provincias del imperio a enviar diputados para formar las primeras cortes
modernas. En él se dice que "los españoles americanos" habían sido elevados a la dignidad de
"hombres libres" y que sus representantes debían por tanto ser "naturales" de las mismas provincias.
Guedea, "Las primeras elecciones", 4.
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las capitales provinciales. Esto significaba que se reconoció a las principales
ciudades como los lugares y a sus cabildos como las instancias corporativas
que debían tener la capacidad de representación política.10 Esto último parecía
recrear la antigua tradición del procurador de ciudad enviado a la metrópoli
con instrucciones precisas sobre su misión. Sin embargo, no fue así, puesto
que el diputado elegido iba con voz y voto propio, representando a las ciuda-
des americanas en las modernas cortes españolas.11

El acontecimiento más trascendente de este periodo fue, no obstante, que las
cortes de 1810 se transformaron de hecho en un congreso constituyente que cam-
bió el régimen absolutista por una monarquía moderada de tipo liberal. El modelo
de Estado surgido de la constitución gaditana fue producto de la evolución de las
ideas liberales de la época, de los acontecimientos recientes, de los debates de los
constituyentes y de las distintas tradiciones políticas del imperio.

Este modelo proyectó una nueva organización político-territorial más frag-
mentada, con provincias más uniformes y con gobiernos más homogéneos en
todo el imperio. Se caracterizó porque consideró a las corporaciones munici-
pales y a las diputaciones provinciales como las unidades administrativas bá-
sicas del nuevo régimen.12 Esto quiere decir que el espíritu de la constitución

10 Uno de los diputados españoles más renombrados de ese entonces escribió que "todo pueblo cabeza
de concejo o partido, a quien en virtud de escritura y Real Cédula de institución municipal se hubie-
se otorgado autoridad pública y jurisdicción territorial, desde luego fue considerado como cuerpo
político y parte esencial de la Representación de estos reinos; y por fuero y constitución debió ser
llamado y asistir con voz y voto a las cortes, donde reunidos los diputados o personeros de los
pueblos formaban la representación política de toda la nación". Martínez, Teoría, I, cap. XIV, 289.

11 Un ejemplo de esto es el nombramiento que se hizo en don Miguel Ramos Arizpe por parte del
cabildo de Saltillo como diputado de cortes y las "instrucciones" que se le dieron. Benson, "La
elección", 515-539. Por su parte, Haring piensa que los liberales españoles de principios del siglo
XIX se inspiraron en la vieja práctica del procurador o agente colonial para invitar a las principales
ciudades hispanoamericanas a enviar delegados a las primeras cortes españolas modernas. Haring,
El imperio español, 229-230.

12 Un tratadista y diputado español escribió sobre el espíritu de la constitución gaditana en materia de
ayuntamientos y dijo que: "el título sexto de la Constitución es excelente y los dos capítulos de que
consta están sembrados de máximas utilísimas para el gobierno político y económico de las provin-
cias y pueblos comprendidos en ellas. Todo se encamina a proteger las libertades y los derechos de
los cuerpos municipales, a proporcionarles riqueza, abundancia y comodidad, y a promover la opi-
nión, el decoro y el engrandecimiento de esas pequeñas sociedades, de cuya gloria y prosperidad
está como colgada la de toda la nación". Martínez, Teoría, I, cap. XIII, 259-260.
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estaba en favor de la desaparición de los virreinatos y otras figuras de gobier-
no provincial que se habían formado por la delegación de poderes del sobera-
no. Entre estas últimas estaban por supuesto los cargos de gobernador, inten-
dente y subdelegado.

La constitución gaditana y los decretos derivados de ella dividieron el
territorio del virreinato novohispano en cinco provincias constitucionales dis-
tintas y autónomas unas de otras, éstas eran: las Provincias Internas de Occi-
dente; las Provincias Internas de Oriente; la Provincia de Guadalajara; la Pro-
vincia de México; y la Provincia de Mérida. En cada una de ellas gobernaba
un jefe superior político junto con una diputación provincial. El nombramien-
to del jefe político era atribución del constituyente que estaba en España, mien-
tras que los nombramientos de los diputados se hacían mediante el sufragio
popular en cada provincia.

Además, las cinco provincias constitucionales novohispanas de este pe-
riodo se organizaron sobre la base de las antiguas intendencias y subdelega-
ciones (o partido) de origen borbónico. Por tal motivo, la información dispo-
nible será analizada en esos tres niveles.

Algunos autores modernos, como Antonio Annino, proponen examinar
todos estos cambios y procesos como un punto de encuentro entre las diversas
tradiciones del Antiguo Régimen y el nuevo modelo político, de tipo liberal,
que se elaboró precisamente entre 1810 y 1812.

Las primeras elecciones constitucionales

Como ya se dijo, uno de los objetivos de este trabajo es evaluar el papel de los
ayuntamientos constitucionales en la formación de la nueva organización po-
lítica mexicana de tipo liberal y su trascendencia en la república. Hay varias
preguntas que guiaron este apartado: ¿Los nuevos ayuntamientos constitucio-
nales substituyeron por separado a los antiguos cabildos de españoles y a los
de indios?; ¿hubo una fusión de ellos en las urbes novohispanas?; o bien, ¿fue-
ron un fenómeno nuevo y siguieron otro patrón de comportamiento? Para res-
ponder a ellas, se hace un breve análisis de los resultados de este proceso entre
1812 y 1814, basados, en gran parte, en los reportes de los intendentes.
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La Constitución Política de la Monarquía Española fue promulgada en
Cádiz el 19 de marzo de 1812, pero fue jurada en la ciudad de México hasta el
30 de septiembre de ese mismo año durante el gobierno del virrey Venegas. La
diferencia de tiempo se debió, por una parte, a la agitada situación política por
la que atravesaba el virreinato novohispano y, en parte, a que su juramento
implicaba su obedecimiento y aplicación irrestricta.13 Esto último no fue fácil
hacerlo en medio de la guerra y sin la legislación complementaria que se emi-
tió durante ese periodo.14

En la ciudad de México, capital del virreinato, se hicieron los primeros
preparativos electorales en el mes de noviembre de 1812 para elegir tanto a los
miembros de los nuevos ayuntamientos constitucionales como los diputados
de cortes y los de la diputación provincial, dentro de lo que la constitución
gaditana llamó la "Provincia de México". Desde el punto de vista político y
electoral era un mes muy importante no sólo para esta provincia sino para todo
el virreinato.15

13 Según José Barragán el juramento de la constitución gaditana fue un acto jurídico formal que impli-
có cuatro cosas: uno, reconocimiento a la soberanía del constituyente para crear un nuevo orden
social o pacto social; con ello se ratificaba la legítima instalación de éste y se obligaba a la comuni-
dad a obedecerlo; dos, obligación de acatar enteramente las bases y las normas jurídicas que regula-
ban ese nuevo orden social; tres, proteger el nuevo pacto social al tomar posesión de cualquier cargo
u oficio; y cuatro, responsabilidad específica en caso de resistencia o incumplimiento. Barragán,
Temas del liberalismo, 207-234.

14 El 23 de mayo de 1812 fueron emitidos tres reales decretos en materia de organización político-
territorial: uno de ellos contenía una instrucción para elegir a los diputados de cortes; otro se refería
a la elección y formación de las diputaciones provinciales; y uno más, a la elección y formación de
los ayuntamientos constitucionales. El 10 de julio de ese mismo año se emitió otro real decreto que
contenía instrucciones complementarias para la formación de los ayuntamientos. Sin embargo, la
"Instrucción para el gobierno económico-político de las provincias" fue decretada casi un año más
tarde, el 23 de junio de 1813. En materia judicial, el Supremo Tribunal de Justicia se creó mediante un
real decreto fechado el 17 de abril de 1812. El 7 de octubre de este último año se emitió un real decreto
circular que aclaraba cuáles debían ser las atribuciones de justicia de los alcaldes constitucionales, e
inmediatamente después se promulgó la "Ley sobre arreglo de tribunales", la cual fue decretada el 9 de
octubre. Hay que tener en cuenta que la comunicación entre la península ibérica y el continente ameri-
cano no era tan rápida como hoy día, y además que en los dominios de ultramar los decretos reales eran
estudiados y debatidos antes de ser publicados en bandos. Por ello, esta diferencia de tiempo, entre la
promulgación de la constitución y su juramento en México, está más o menos justificada.

15 La elección de los miembros del ayuntamiento, según el artículo 313 de la constitución, debería hacerse
en el mes de diciembre de cada año. La de los diputados de cortes, en los dominios de ultramar, en el
mes de enero de un año antes de instalarse el congreso (artículo 59). Y la de los diputados provinciales
un día después de la anterior, renovable la mitad cada dos años (artículos 327 y 328).
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Para poder atender el proceso electoral en la capital mexicana se formó
una "comisión" especial, la cual no estaba prevista en la reglamentación, pero
nadie se opuso a ella. Dicha comisión estuvo compuesta por algunos miem-
bros del antiguo cabildo ordinario de la ciudad de México y por el intendente
respectivo, quienes elaboraron el primer programa electivo municipal.16 Mien-
tras que para atender el proceso electoral de los diputados (de cortes y de
provincia) se instaló, según la legislación, la junta preparatoria de México, la
cual elaboró de inmediato una "Instrucción" que contenía también el progra-
ma electivo correspondiente.17

En el programa electivo para los nuevos ayuntamientos se señaló el 29 de
noviembre de 1812 como fecha de los comicios para elegir a los electores
parroquiales de la ciudad de México. Estos electores debían reunirse una se-
mana después (diciembre) en las juntas electorales de partido respectivas y
elegir, finalmente, a los capitulares de los nuevos ayuntamientos. Sin embar-
go, los resultados de la elección del 29 de noviembre no fueron previstos por
las autoridades coloniales, pues los electores parroquiales que simpatizaban
con la causa americana ganaron todas las plazas y ello escandalizó al virrey
Venegas. Éste ordenó suspender de inmediato todos los demás procesos elec-
torales hasta nuevo aviso.18

La drástica medida provocó un gran revuelo y descontento en la capital
virreinal, a tal grado, que fue necesario aplicar otras restricciones y censuras a
la recién decretada libertad de prensa.19 Con ello quedaron prácticamente
suspendidas todas las medidas liberales emanadas del constituyente gaditano.

16 Kishiro, "Ayuntamiento de la ciudad de México", 59-62.
17 El acta de instalación de la primer junta preparatoria de la Provincia de México está fechada el 11 de

noviembre de 1812 y la "Instrucción para elección de diputados a cortes" el día 14. Ambos docu-
mentos fueron publicados por bando del virrey Venegas el día 27 de noviembre. AGN, Impresos
oficiales, vol. 34, exp. 36, f. 116; y exp. 37, f. 129.

18 Tres estudios modernos analizan, de manera excelente y complementaria, las implicaciones que
tuvo para México este primer proceso electoral. Véanse: Kishiro, "Ayuntamiento de la ciudad de
México"; Annino, "Prácticas criollas", 67-97; y Guedea, "Las primeras elecciones", 1-28.

19 La censura se hizo a El Pensador Mexicano en una sesión secreta del Real Acuerdo. Esta sesión fue
presidida por el virrey Venegas, quien hacía tiempo no lo hacía en persona. AGN, Real Acuerdo, vol.
11 (XVII), el 4 de diciembre de 1812."
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Esta situación tan crítica influyó, seguramente, para que el virrey Venegas
fuera removido de su cargo.

La suspensión electoral se levantó hasta el mes de abril de 1813, sólo
después de que el general Félix María Calleja había asumido el cargo de vi-
rrey. Calleja adoptó de inmediato las medidas pertinentes que se encaminaron
a aplicar el estatuto gaditano a toda la provincia constitucional de México. De
conformidad con los fiscales de la audiencia, el virrey señaló el 4 de abril de
1813 para que se efectuara la elección de los miembros del ayuntamiento de la
ciudad de México.20 Y por otro lado, autorizó la reinstalación de la junta pre-
paratoria de México, la cual señaló el 12 de abril de ese año para instruir y
organizar el nuevo programa electivo de ambos diputados.21

Los resultados de esta primera experiencia electoral de ayuntamientos
constitucionales (1812-1814) no se conocen en su totalidad a nivel virreinal,
pero los que aquí se presentan cubren parte de las provincias constitucionales
de México, de San Luis Potosí y de las Provincias Internas de Occidente.
Aunque estos resultados son parciales para la Nueva España, por ahora se consi-
deran suficientes para desprender algunas reflexiones sobre este proceso.

20 AGN, Historia, vol. 447, exp. s/n, marzo de 1813.
21 Para la elección de los diputados de cortes, la junta preparatoria de México incluyó también en sus

instrucciones a la provincia constitucional de San Luis Potosí. Ver el decreto real del 23 de mayo de
1812 en AGN, Historia, vol. 445, exp. s/n, f. 138.
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Cuadro 1

Ayuntamientos constitucionales en la Nueva España,
por intendencia y provincia, 1812-1814

Provincia/Intendencia Partidos Cabildos ordinarios Ayuntamientos constitucio- Observaciones
(antes de 1812) nales aprobados

Provincia de México
Intendencia de México 48 4 (México, Acapulco, 77 (México, Lerma, 17 cabeceras de

Lerma, Querétaro) Querétaro, etcétera)  partido sin ayto.
Intendencia de Puebla 23 4 (Puebla, Atlixco, 5 (Puebla, Atlixco, Cholula,

Cholula y Huexotzingo) Huexotzingo y Tochimilco)
Intendencia de Oaxaca 21 1 (Oaxaca) 1 (Oaxaca)
Intendencia de Valladolid 27 5 (Valladolid, Colima, Pátz- Ninguno El intendente no

cuaro, Zamora, Zitácuaro) consideró a Colima
Intendencia de Veracruz 11 4 (Veracruz, Córdoba, No hay datos disponibles

Jalapa y Orizaba)

Provincia de Guadalajara
Intendencia de Guadalajara 26 3 (Guadalajara, Lagos, Tepic) No hay datos disponibles
Intendencia de Zacatecas 8 4 (Zacatecas, Aguascalientes, No hay datos disponibles

Fresnillo, Sombrerete)

Provincia de San Luis Potosí
Intendencia de San Luis 17 2 (San Luis Potosí y Valles) 1 antiguo (Valles) y 9 nuevos No hay datos de
Potosí San Luis Potosí
Intendencia de Guanajuato 13 8 (Guanajuato, Celaya, Sal- 10 (4 de antigua creación 4 pendientes de an

vatierra, Salamanca, León, y 6 nuevos) tigua creación
Sn. Miguel, Sn. Felipe, Silao)

Provincia de Mérida
Intendencia de Mérida 15 5 (Mérida, Bacalar, Cam- No hay datos disponibles

peche, Tabasco, Valladolid)

Provincias Internas de Occidente
Intendencia de Nueva 37 3 (Durango, Chihuahua, 14 (3 de antigua creación y 23 cabeceras de
Vizcaya Nombre de Dios) 11 nuevos) partido sin ayto.
Intendencia de Sonora 11 No hay datos No hay datos disponibles
Provincia Antigua California 19 No hay datos No hay datos disponibles
Provincia de Nueva California 21 No hay datos No hay datos disponibles
Provincia de Nuevo México 16 3 completos (Santa Fe, No hay datos disponibles

Cañada y Taos) y 13
medios cabildos

Provincias Internas de Oriente
Provincia de Coahuila 14 1 (Saltillo), 2 medios No hay datos disponibles

(Monclova y Parras)
Provincia de Texas 3 1 (San Antonio Béjar) No hay datos disponibles
Provincia Nuevo Reino 7 1 (Monterrey), 2 medios No hay datos disponibles
de León (Cadereyta y Linares)
Provincia Nuevo Santander 29 No hay datos No hay datos disponibles
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La provincia constitucional de México

La Provincia de México estaba compuesta, entre 1812 y 1814, por cinco in-
tendencias (México, Puebla, Oaxaca, Valladolid y Veracruz) y abarcaba el área
de poblamiento novohispano más importante del país, en lo que hoy se conoce
como el centro de México. El resultado de la fundación de los ayuntamientos
constitucionales fue distinto en cada intendencia, pero la de mayor concentra-
ción y complejidad fue la de México (ver Cuadro 1).

En la intendencia de México se impusieron tres criterios básicos para la
erección de los ayuntamientos constitucionales: uno, se fundó un ayuntamien-
to donde previamente existía un cabildo para españoles o cabildo ordinario;
dos, se levantó un ayuntamiento donde había una cabecera de partido; y tres,
se crearon ayuntamientos en localidades con un volumen significativo de po-
blación.

En total, en la intendencia de México, se fundaron 77 ayuntamientos apro-
bados por la autoridad, con las siguientes características. Antes de 1812 había
en esta intendencia cuatro cabildos ordinarios o de "antigua creación": Méxi-
co, Querétaro, Lerma y Acapulco. En los tres primeros se fundaron ayunta-
mientos constitucionales, pero no en el último. Por otro lado, había 48 locali-
dades con rango de cabecera de partido, de las cuales 31 lograron instituir un
ayuntamiento, es decir, tres quintas partes lo pudieron hacer; mientras que las
dos quintas partes no lo lograron. Y, finalmente, hubo 46 ayuntamientos fun-
dados en localidades que no habían tenido un cabildo previo ni ningún rango
político.

Las 17 cabeceras de partido que no lograron instituir ningún ayuntamien-
to se localizaban en zonas de insurgencia bien conocidas. Así, por ejemplo, en
la vertiente del Balsas y la Sierra Madre del Sur se localizaban Acapulco,
Zacatula, Chilapa, Tetela del Río, Tixtla, Taxco, Temascaltepec y Cuautla.
Otra zona de insurgencia conocida estaba en la vertiente del Golfo y la Sierra
Madre Oriental, donde se localizaban Cuautitlán, Ecatepec, Huichapan,
Meztitlán, Yahualica y Huejutla. Hacia el oriente de la cuenca de México esta-
ba Otumba y hacia el poniente, Metepec y Tenango del Valle.
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El primer ayuntamiento constitucional de la ciudad de México estuvo
compuesto por capitulares que procedían tanto del antiguo cabildo para espa-
ñoles como de los cabildos de indios de San Juan Tenochtitlán y Santiago
Tlatelolco. Podría afirmarse que era un ayuntamiento que había fusionado a
los viejos cabildos étnicos y sus respectivas jurisdicciones urbanas, pero no
podría decirse que fuera mixto, ya que no había escaños reservados de manera
exclusiva para unos o para otros. Hasta donde se sabe, esta composición fue
excepcional en la Nueva España.

De las 31 cabeceras de partido que lograron fundar un ayuntamiento cons-
titucional todas, excepto México, Querétaro, Lerma y Tlaxcala, habían creado
un gobierno local totalmente nuevo e independiente de los antiguos cabildos
de indios. En dichas cabeceras vivía una población mayoritariamente criolla y
mestiza, que no había tenido hasta esas fechas la posibilidad de ejercer sus
derechos políticos. El caso de Toluca ilustra muy bien esta última situación.
Ninguno de los capitulares del ayuntamiento de Toluca en 1813 y 1814 había
sido miembro de los tres cabildos de indios de esa comarca ni tenía esta con-
dición étnica. Pero eso sí el nuevo ayuntamiento se fundó sobre el ámbito
territorial de la subdelegación o partido, en la cual estaban circunscritos los
tres cabildos de indios.

El único caso de un cabildo de indios que se convirtió en esta etapa en un
ayuntamiento constitucional, lo fue Tlaxcala. La ciudad de Tlaxcala tenía en
ese entonces el rango de cabecera de partido, la cual formaba parte de la inten-
dencia de México. La gran jurisdicción de esta subdelegación o partido era la
misma que desde 1536 le fue otorgada, por parte del gobierno colonial en
turno, al pueblo de indios de Tlaxcala. De tal manera, que la conversión cons-
titucional no planteó ningún problema de tipo jurisdiccional.

En lo que respecta a la intendencia de Puebla, parece ser que privó el
primer criterio, pues los cuatro cabildos de antigua creación fueron converti-
dos en ayuntamientos constitucionales. Sólo hubo uno nuevo: Tochimilco. Esto
es, de 23 cabeceras de partido de que se componía esta intendencia sólo una
quinta parte logró la fundación de un ayuntamiento constitucional.

En la intendencia de Oaxaca, compuesta por 21 partidos, también privó
el primer criterio, pues antes de 1812 sólo existía el cabildo ordinario de la
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ciudad de Oaxaca y éste fue el único en convertirse en un ayuntamiento cons-
titucional aprobado en la etapa 1812-1814.

El reporte de la intendencia de Valladolid, que incluía las regiones de
Michoacán y Colima, hace referencia a que no fue posible en esta etapa el
establecimiento de ningún ayuntamiento constitucional en sus 27 partidos. La
causa de ello, dice el intendente, es el estado de insurgencia y la incomunica-
ción en que se encontraban los cabildos de Valladolid, Pátzcuaro, Zamora y
Zitácuaro. Aunque el intendente omitió mencionar al cabildo ordinario de
Colima, lo cierto es que esperaba convertir a todos estos cabildos de "antigua
creación" en ayuntamientos constitucionales. Esto es, debía imperar aquí, por
lo menos, el primer criterio.

Finalmente, no se tienen por ahora datos disponibles referentes a la in-
tendencia de Veracruz. Se sabe que antes de 1812 había aquí cuatro cabildos
de "antigua creación": Veracruz, Córdoba, Jalapa y Orizaba. Es muy probable
que, dentro de los 11 partidos de esta intendencia y dadas las circunstancias
imperantes en las otras, estos cabildos ordinarios hayan tenido la preferencia
para convertirse en ayuntamientos constitucionales.

En suma, dentro de la provincia constitucional de México imperó el cri-
terio de convertir los antiguos cabildos ordinarios en ayuntamientos constitu-
cionales. También fue muy importante, aunque muy limitado, el fundar un
ayuntamiento constitucional dentro de una cabecera de partido. En cambio, la
creación de ayuntamientos en localidades que no habían tenido de manera
previa un cabildo ordinario ni eran cabeceras de partido, sólo estuvo circuns-
crita a la intendencia de México.

No se fundó ningún ayuntamiento constitucional en ciudades y regiones
dominadas por los insurgentes. Sin embargo, en las ciudades y poblaciones
que sí fue posible crearlos, la mayoría quedó en manos de la población criolla
y mestiza, por lo que la constitución gaditana vino a reforzar y remarcar la
posición política de una gran parte de la población que simpatizaba con la
causa independentista.

Además, en el caso del ayuntamiento constitucional de la ciudad de Méxi-
co fue posible observar una especie de fusión entre los antiguos cabildos de
españoles y los de indios. Y finalmente, el único cabildo de indios que se
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convirtió en ayuntamiento constitucional, conservando su antiguo ámbito ju-
risdiccional, lo fue el de Tlaxcala.

La provincia constitucional de San Luis Potosí

La Provincia de San Luis Potosí estaba compuesta, en esta etapa, por la inten-
dencia de este mismo nombre y por la de Guanajuato. Dicha provincia se
localizaba en la región centro-norte del país y participaba de una parte del
Bajío, donde había importantes poblaciones dedicadas a la producción
agropecuaria.

La intendencia de San Luis Potosí estaba compuesta, antes de 1812, de
17 partidos y había dos cabildos de "antigua creación": uno en la ciudad de
San Luis y otro en Valles. Según el reporte del intendente se fundó el ayunta-
miento constitucional de Valles, pero no se menciona el de San Luis, los cua-
les responderían al primer criterio. Y se fundó otro nuevo en el poblado de Río
Verde, el cual era cabecera de partido y estaba confirmado. Sin embargo, el
intendente dice que dentro del partido de Valles se crearon otros siete ayunta-
mientos y uno más en el partido de Río Verde, los cuales no estaban confirma-
dos por la autoridad.

La intendencia de Guanajuato estaba compuesta de 17 partidos y tenía de
manera insólita ocho cabildos de antigua creación. Sólo el cabildo de Silao no
tenía como sede una cabecera de partido. Según el reporte del intendente,
cuatro de los antiguos cabildos se convirtieron en ayuntamientos constitucio-
nales (Guanajuato, Celaya, León y Silao) y los otros cuatro quedaban en cali-
dad de "pendientes" (San Miguel, San Felipe, Salvatierra y Salamanca), por
estar en manos de la insurgencia. Pero, además, se habían fundado otros seis
nuevos ayuntamientos en poblados que no habían tenido, previamente, la ca-
tegoría de cabecera de partido (Irapuato, Apaseo, San Miguel Octopan, San
Pedro Tenango, Chamacuero y San Juan de la Vega).

Esto quiere decir que en esta provincia prevalecieron los tres criterios
señalados al principio para la fundación de ayuntamientos constitucionales:
uno, donde había uno de "antigua creación"; dos, el de la creación en cabece-
ras de partido; y tres, en aquellos poblados importantes, pero que no habían
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tenido un cabildo previo ni la categoría de cabecera de partido. Y, al igual que
en la Provincia de México, en la de San Luis Potosí tampoco se fundaron
ayuntamientos en aquellos poblados que estaban en manos de la insurgencia.22

Las Provincias Internas de Occidente

Las Provincias Internas de Occidente estaban compuestas, en esta etapa, de
cinco intendencias (Nueva Vizcaya, Sonora, Antigua California, Nueva
California y Nuevo México). Se localizaban en la parte noroeste del virreinato
y abarcaban una enorme extensión territorial, las cuales se encontraban esca-
samente pobladas.

Desafortunadamente, sólo se cuenta con información segura para la in-
tendencia de Nueva Vizcaya. Esta intendencia se componía, antes de 1812, de
37 partidos y había en ella tres cabildos de "antigua creación": Durango,
Chihuahua y Nombre de Dios. Según el reporte del intendente estos tres cabil-
dos fueron convertidos en ayuntamientos constitucionales. Y, además, se crea-
ron 11 nuevos ayuntamientos en poblados con categoría de cabeceras de par-
tido. De esta forma, prevalecieron aquí los dos primeros criterios enunciados
al principio.

Todo esto nos lleva a concluir que el establecimiento de los primeros
ayuntamientos constitucionales en México no fue una simple sustitución de
un tipo de régimen local por otro, sino que implicó un nuevo acuerdo jurídico,
político y territorial. Además se ha visto que en esta primera experiencia cons-
titucional hubo resultados distintos en cuanto al establecimiento de los ayun-
tamientos constitucionales, según la provincia de que se trate. Las diferencias
se debieron en parte a la historia misma de las regiones y sus localidades, a su
composición social y étnica, a su relación que guardaron con el centro
novohispano y a su postura frente a la insurgencia.

El número de los nuevos ayuntamientos fue significativo e implicó la
forma más segura y legal de asumir la soberanía territorial por parte de los

22 Hamnett, Raíces de la insurgencia, 152-155, 176-190 y 197; y Ortiz, "El ejercicio del poder", Cua-
dros 3, 8, 11, 12 y 15.
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criollos desde los centros urbanos más destacados de México.23 Sin embargo,
la formación de las provincias constitucionales hizo pensar que lo más impor-
tante era rebasar ese estado en que se encontraban los regímenes locales. Por
ello las diputaciones provinciales pasaron, de aquí en adelante, a un primer
plano en el interés político criollo.

Las instancias de control electoral

La constitución gaditana no sólo propuso una nueva división territorial y de
poderes, sino que también implicó una nueva práctica electoral que requirió
de la creación de instancias propias para su organización y control. Algunas de
estas instancias como las "juntas preparatorias", o bien, las "juntas parroquia-
les" de "partido" y "provincia" estaban previstas en la legislación liberal y
fueron dotadas por ella de una singular autonomía en sus funciones. Pero otras
nacieron de manera sui generis, como la "Comisión de consulta para el arre-
glo de los tribunales". Dicha comisión se desempeñó, por lo menos en esta
etapa, como un excepcional consejo electoral, dependiente del ejecutivo, la
cual al parecer sólo existió en México. Su actuación concreta muestra las difi-
cultades a las que se enfrentó el nuevo modelo político, de tipo liberal, al
instaurarse sobre una sociedad de Antiguo Régimen con una fuerte tradición
local y rural.24

a) Las juntas preparatorias

Las juntas preparatorias fueron, en América, una verdadera reunión de autori-
dades coloniales que tenían como función principal la de organizar e instruir
los procesos electorales que habrían de celebrarse en cada provincia constitu-

23 Annino, "Prácticas criollas", 96.
24 García Castro, "Procesos electorales", 63-72.
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cional.25 La finalidad de estas juntas era lograr, de la mejor manera posible, la
elección de los diputados provinciales y los de cortes.26

Las juntas preparatorias ultramarinas estaban compuestas por el jefe su-
perior político, quien debía de presidirlas; por el arzobispo u obispo; por el
intendente respectivo; por el alcalde ordinario más antiguo; por el regidor de-
cano; por el síndico procurador; y por dos "hombres buenos" que fueran veci-
nos de la capital provincial (ver el artículo II de la "Instrucción" del 23 de
mayo de 1812).27

Por ejemplo, la primer "junta preparatoria" de la provincia constitucional
de México estuvo compuesta por: Francisco Javier Venegas, quien fungía a
partir de entonces como jefe superior político; don José Mariano Beristain,
arcediano de la catedral, quien fue nombrado por el cabildo metropolitano;
don Ramón Gutiérrez del Mazo, corregidor-intendente; don Juan Cervantes y
Padilla, alcalde ordinario más antiguo; don Antonio Méndez Prieto, regidor
decano; don José María Fagoaga, síndico procurador y alcalde del crimen
honorario; y el marqués de Siria y el conde Basoco, los dos hombres buenos.

En la reglamentación de las juntas preparatorias se estableció, entre sus
funciones, la necesidad de determinar el monto de la población de su provin-
cia, ya sea eligiendo el censo más "auténtico" o haciendo los cálculos que se
requirieran por los medios más "expeditos y exactos". Una vez hecho esto, la
junta tendría que calcular el número preciso de diputados (propietarios y su-
plentes) que correspondían a su distrito y hacer la distribución proporcional
de ellos para cada una de las intendencias que estaban bajo su jurisdicción
(artículos IV y VI).

La junta tenía, además, la facultad de hacer "división cómoda de provin-
cias" y "partidos", aunque sólo fuese para este efecto, para asignarles el núme-

25 La reglamentación de las juntas preparatorias está anexa a la "Instrucción" que acompañó al decreto
del 23 de mayo de 1812, en el cual se instruye la convocatoria para la elección de diputados de
cortes. AGN, Historia vol. 445, exp. s/n, f. 81-85.

26 A diferencia de lo que pasó en México, la junta preparatoria de Guatemala elaboró en octubre de
1812 una "Instrucción" que incluyó, no sólo la organización de los procesos electorales para diputa-
dos provinciales y de cortes sino también las de los ayuntamientos. AHQ, caja "1812".

27 AGN, Impresos oficiales, vol. 34, exp. 37, f. 129.
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ro de electores que les correspondía en proporción al monto de su población
(artículos V y VII). También fue dotada de autonomía para decidir los lugares
precisos de elección y para resolver "breve y sumariamente" todas las dudas
que se suscitasen antes de la elección (artículos VIII y IX). Sin embargo, este
principio de autonomía la limitaba, a su vez, para no intervenir en las juntas
electorales de "parroquia", "partido" y "provincia" (artículo XI).

Poco se sabe de la actuación concreta de estas juntas preparatorias. Por
ejemplo, la de la provincia constitucional de México que, después de que fue
suspendida el 30 de noviembre de 1812 junto con los demás procesos electi-
vos liberales, fue restablecida en el mes de abril de 1813. La junta se reunió
por lo menos cada mes, desde abril hasta julio, fecha en que se hicieron las
primeras elecciones constitucionales de diputados provinciales y de cortes.28

Como estas elecciones fueron anuladas, la junta se volvió a reunir hasta
finales de 1813 para organizar e instruir nuevamente las elecciones de diputa-
dos de cortes para el periodo 1814-1815.29 Todavía el 18 de marzo de 1814, la
junta se reunió para determinar lo que haría con algunos miembros que habían
presentado casos de duplicidad de cargos electivos incompatibilidad de fun-
ciones en estos últimos procesos.30 Su libre desempeño muestra que muy pronto
se habían establecido los principios de una nueva cultura política en el mundo
hispánico, los cuales buscaban respetar la autonomía de los organismos elec-
torales provinciales.

b) Las juntas electorales de parroquia, de partido y de provincia

En la constitución gaditana se consignaron las funciones y atribuciones
de las juntas electorales "de parroquia" (artículos 35 a 58), las "de partido"

28 Benson, La diputación provincial, 22-43; y AGN, Historia, vol. 445, exps. s/n, f. 138, 150, 188 y
225.

29 AGN, Historia, vol. 448, exp. VI, "Nulidad de las elecciones de diputados a cortes y vocales de la
junta provincial e ilegalidad de las actas", año de 1813.

30 Los casos se referían: uno, a don José María Fagoaga, quien fue nombrado diputado provincial y
luego diputado a Cortes; y dos, el del brigadier don Manuel Soto Rivas, quien fue nombrado diputa-
do provincial siendo empleado activo del Regimiento de Infantería de la Corona. AGN, Historia,
vol. 445, exp. s/n, f. 409.
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(artículos 59 a 77) y las "de provincia" (artículos 78 a 103) que habrían de
celebrarse para el nombramiento de los diputados provinciales y los de cortes.
En conjunto, representaban el sistema de elección indirecta hasta en tercer
grado que se oponía al sistema francés de elección directa.31 Y cada una de
ellas era responsable, con independencia entre unas y otras según su nivel, de
la designación de los representantes intermedios (electores) y nombramientos
finales (diputados). Además debían de resolver las dudas que se hubiesen sus-
citado durante el proceso que estaba bajo su control.

En el primer nivel estaban las juntas electorales de parroquia que eran,
según la legislación, la reunión de todos los ciudadanos avecindados y resi-
dentes en el territorio de la parroquia respectiva. Algunos autores han visto en
estas juntas una recreación de las antiguas reuniones del cabildo abierto, las
cuales fueron más o menos comunes en el mundo hispánico. Ello se debió, por
un lado, a que se ha observado que estas juntas mantuvieron una autonomía
real en la práctica de los requisitos para otorgar el derecho al voto; y por otro
lado, a ese doble carácter que mostraron, como populares y representativas de
la sociedad (al estar presentes sus jerarquías legítimas), durante el primer pro-
ceso electivo de ayuntamientos constitucionales en México.32

En realidad en las juntas electorales de parroquia se tenía una elección
indirecta en segundo grado. Esto fue así porque cierta fracción ciudadana te-
nía que elegir primero a un compromisario. Todos los compromisarios de una
parroquia tenían que celebrar el mismo día una reunión, a puerta cerrada, para
elegir a los electores parroquiales. Para estos casos se puede afirmar entonces
que la unidad electoral en el modelo gaditano fue la parroquia y no el núcleo
urbano.

En el segundo y tercer nivel estaban las juntas electorales de partido y las
de provincia, respectivamente. Es en estos niveles donde la elección indirecta

31 Annino, "Prácticas criollas", 69.
32 Annino, "Prácticas criollas", 88. Sobre el funcionamiento de los cabildos abiertos en el siglo XVI la

Nueva España ver a Miranda, Las ideas, 134-140; Haring dice que los cabildos abiertos fueron en
muchos lugares un factor vital en las irrupciones que inauguraron las guerras de independencia en el
siglo XIX, debido a que las revoluciones hispanoamericanas fueron esencialmente movimientos
urbanos. En ellos, según él, la voluntad popular encontró su primera autoconciencia, y en los cabil-
dos abiertos el pueblo hizo sus primeros intentos de autogobierno. Haring, El imperio, 228.
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y los requisitos de los candidatos jugaban el papel de filtro para permitir que
las más altas jerarquías sociales de una región se convirtieran en las más altas
jerarquías políticas. Es decir, que para los dominios americanos había en este
periodo una transformación del criollo en notable, el cual aseguraba también
cierta continuidad entre los grupos de poder.33

Para el caso de la elección de los miembros de los ayuntamientos cons-
titucionales no era indispensable la instalación de la junta electoral de parro-
quia. El decreto municipal del 23 de mayo de 1812 establecía dos tipos distin-
tos de comicios para este proceso: uno, cuando un pueblo había elegido (en
proporción al volumen de su vecindario) el número correspondiente de electo-
res, todos los electos que conformaban la nueva comarca municipal deberían
celebrar una junta de electores para hacer la elección final; y dos, se podía
celebrar una junta electoral de parroquia para los casos en que hubiera una
numerosa población o que los poblados tuvieran dificultades para reunirse
debido a la distancia. Esta última junta era independiente de la que se hacía
para la elección de los diputados provinciales y de cortes, por tal motivo esta-
ba reglamentada y se convocaba a parte de las demás.34

Tanto las juntas preparatorias como las dos de parroquia, las de partido y
las de provincia tenían que estar presididas, en principio, por el jefe político.
Sin embargo, este personaje tuvo un papel más relevante en las juntas electo-
rales para la designación de los oficiales del ayuntamiento al señalársele, en la
"Instrucción" del 23 de junio de 1813, como el único que podía resolver todas
las dudas y recursos electorales que se presentasen en el transcurso del proce-
so. Esto se debió a que la constitución no había previsto la cantidad de conflic-
tos que podían suscitarse con este motivo y a su calidad de representante del
poder ejecutivo, a quien correspondía ahora conocer sobre esos asuntos.35

No obstante, en México ya se habían tomado previamente a estas fechas
otras medidas para resolver por la vía ejecutiva y consultiva todas las dudas y

33 Castro, La revolución, 73-74 y 112; y Annino, "Prácticas criollas", 89-97.
34 AGN, Impresos oficiales, vol. 58, exp. 38, f. 1-2.
35 El artículo 23 del capítulo III de la "Instrucción para el gobierno económico-político de las provin-

cias" dice así: "Corresponde al Gefe político el conocimiento de los recursos o dudas que ocurran
sobre elecciones de los oficios de Ayuntamiento, y las decidirá gubernativamente y por vía instruc-
tiva, sin pleito ni contienda judicial". AGN, Impresos oficiales, vol. 58, exp. 64, f. 8-13v.
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recursos electorales, de todos los niveles, que se presentasen con motivo de la
aplicación de la constitución gaditana.

Reflexiones finales

La aplicación y vigencia de la constitución gaditana en México, y por exten-
sión la primera experiencia liberal del periodo 1812-1814, contribuyó de ma-
nera significativa a que hubiera un cambio profundo en los principios de la
organización político-territorial de la sociedad colonial. Estos cambios afecta-
ron principalmente a las altas esferas del poder imperial, pero también modi-
ficaron el carácter y la jurisdicción de los antiguos gobiernos locales y provin-
ciales, tanto en la península ibérica como en América.

Sin embargo, el uso recurrente de mecanismos e ideas de la vieja cultura
política de Antiguo Régimen en la operación de las nuevas instituciones de
corte liberal hizo que la transformación de la sociedad mexicana en el primer
tercio del siglo XIX fuera lo menos dramático posible. Esto fue posible gra-
cias a que la mayoría de los cambios favorecieron a los principales centros de
poder local y provincial, ya que se había iniciado un proceso de jerarquización
territorial desde por lo menos mediados del siglo XVIII.

El nuevo modelo político liberal se construyó con el apoyo fundamental
de un código legal común y las viejas prácticas políticas novohispanas. Am-
bas fuentes fueron la base de la construcción de un sistema jurídico mucho
más inflexible a las particularidades culturales de la sociedad, pero más adap-
table a los nuevos intereses y poderes regionales. Por ello, el nuevo sistema
sometió a la mayoría de la población y a sus regímenes locales a esquemas
más rígidos de organización.

Lejos de pensar que el problema étnico se haya borrado o solucionado
con el principio de la igualdad ciudadana sostengo que se le subordinó. Pues
resulta que, como se ha visto aquí, el modelo político liberal se instauró y
consolidó en lo que hemos llamado los espacios urbanos. Es decir, que el
concepto de lo urbano estaba asociado al carácter centralizado de las funcio-
nes económico-políticas y a un tipo específico de población (criollo-mestiza)
que podía imponer sus intereses sobre un vasto ámbito rural con otro tipo de
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población (la indígena). Ello eliminó cualquier posibilidad legal de mantener
el antiguo modelo de administración local compartida, pues las etnias (los
indios en este caso) habían dejado de ser una fuente de inspiración jurídica
aunque continuaran siendo mayoría absoluta en el país.

No es casual entonces que poco tiempo después de haber sido derogada
la constitución gaditana en México, los insurgentes hayan sancionado en
Apatzingán el 22 de octubre de 1814 el "Decreto Constitucional para la Liber-
tad de la América Mexicana". Tampoco es casual que el artículo 208 de este
documento haya declarado la continuidad de "los gobernadores y repúblicas,
ayuntamientos y demás empleos, mientras no se adopte otro sistema" porque
ello debía proteger los derechos políticos de los muchos pueblos indios que se
habían sumado o eran simpatizantes de los rebeldes.36

Si se considera no sólo la importancia del movimiento insurgente sino
también se incluyen las implicaciones de la primer experiencia legislativa
mexicana, se tiene entonces que el estudio de esta época y sus regímenes loca-
les resulta de gran trascendencia para comprender la historia de la emancipa-
ción de México.

El poder institucionalizado en nuestro país aparecería, desde entonces,
acompañado y en combinación con los poderes informales y no instituciona-
les que proliferaron en él. Por ello, en la nueva cultura política mexicana los
líderes locales y regionales (caciques y caudillos) se desenvolvieron entre es-
tos dos ámbitos durante todo el siglo XIX y buena parte del siglo XX.
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